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RESUMEN. 
 
La identificación de las causas de denegación del exequátur pretende ser la herramienta 
requerida y necesaria para los peticionarios de la figura al momento de una solicitud de 
homologación de sentencia extranjera en Colombia, así mismo, lograr el cumplimiento y la 
protección de los derechos obteniendo una efectiva resolución por parte de la Corte 
Suprema De Justicia- Sala Civil. 
De esta manera las personas que tengan o que hayan tenido un proceso donde se haya 
emitido una sentencia judicial y quieran que esta surta efectos en Colombia podrán acudir 
al análisis realizado en el presente trabajo para disminuir las falencias que se han 
presentado desde hace varios años atrás en el trámite del exequátur, falencias que no han 
sido detalladas y como consecuencia de lo anterior incurren en los mismos errores. 
 
PALABRAS CLAVES: Exequátur, sentencia extranjera, laudo arbitral, reciprocidad 
diplomática, reciprocidad legislativa, derecho internacional privado, Ley 1563 de 2012. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La multiplicación de decisiones producidas en países extranjeros proviene de varios   
factores  que  tienen que ver con las relaciones económicas, las cuales cada vez  aumentan 
debido a las negociaciones y relaciones comerciales intersubjetivas y con otros países, por 
otro lado y  debido a  las relaciones de familia conformadas por personas que migran al 
extranjero se establecen vínculos que interrelacionan varios Estados entre sí.  
 
Siendo la globalización un fenómeno indiscutible que compromete una gran cantidad de 
personas y grupos sociales que se encuentran radicadas en todo el mundo, resulta un hecho 
que no es ajeno a nuestro país y más sabiendo que cada vez buscan interactuar y formar 
diferentes relaciones de las cuales surgen inevitablemente compromisos en los cuales se 
ven envueltos autoridades judiciales y posteriormente al momento de regresar a Colombia y 
organizar dichos conflictos, debe acudirse sin excepción al trámite del exequátur.  
 
La realidad que se presenta actualmente en Colombia respecto al trámite para llevar a cabo 
la homologación de sentencias extranjeras es aún ambigua, teniendo en cuenta que la 
mayoría de las veces se pierde la posibilidad de lograr dicha aprobación, dado que se 
presentan inconvenientes desde el inicio del trámite, comenzando por la presentación de la 
demanda de exequátur, la verificación y estudio detallado de cumplir con los requisitos 
necesarios , los cuales se encuentran consagrados en el artículo 606 del Código de General 
del proceso , hasta la manera como el competente, en este caso la Corte Suprema de Justicia 
– Sala Civil imparte el trámite correspondiente dejando la mayoría de las veces sin recursos 
a los solicitantes debido a la reiterada negativa que se presenta. Negación que de acuerdo a 
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la amplia jurisprudencia estudiada en este trabajo se puede verificar y evidenciar que 
claramente se fundamenta en la falencia de no presentar o aportar a la demanda requisitos 
meramente formales. 
 
Por lo anterior es que desde el curso de derecho internacional privado surge la inquietud de 
conocer a fondo y con un estudio minucioso las diferentes razones por las cuales se 
presenta dicha negativa, iniciando con la recolección de la jurisprudencia y analizando cada 
una de las decisiones de exequatur emitidas por el competente, emprendiendo la 
recolección organizada de toda la información necesaria en la tabla anexada para conformar 
lo pretendido, en este caso encontrar las principales causales de denegación de solicitudes 
de exequatur en Colombia, luego de que toda la jurisprudencia se compendió fue necesario 
realizar una construcción teórica para formalizar y terminar de esclarecer dichas razones 
pudiendo  así encontrar soluciones y recomendaciones para las futuras solicitudes y  gracias 
a los hallazgos aquí encontrados su eventual aceptación. 
 
La importancia que toma este trabajo es fundamental para los interesados  en la materia, 
toda vez que llena un vacío tornándose en el primer estudio jurisprudencial  realizado en 
Colombia sobre causales de denegación de  sentencias de exequatur, lo cual puede formar 
un precedente y una puerta abierta, inicialmente  para las personas, entre ellas abogados, 
estudiantes que se sientan atraídos por el tema,  sus solicitantes  y lo más importante para 
continuar ampliando su estudio, su investigación y difusión. 
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CAPITULO 1. 
EXEQUÁTUR DE SENTENCIAS 
1.1 CONCEPTO 
 
Para llegar a la construcción del concepto del exequátur es importante resaltar y estudiar 
varios componentes, el primero tiene que ver con la regulación y el papel que toma el 
derecho internacional privado en esta figura con relación a las diferentes agrupaciones que 
se presentan en todos los países del mundo teniendo en cuenta algunos conceptos, autores y 
tratadistas.  
 
La Corte Suprema de Justicia en sentencia del 24 de septiembre de 2013, Ref. exp. 11001-
0203-000-2012-01891-00, manifestó lo siguiente: 
 
 “En el ámbito del Derecho Internacional Privado, el postulado de la soberanía de los 
Estados, ha adquirido una nueva dinámica tendiente a facilitar y apoyar la interrelación de 
los pueblos, el tráfico mundial de bienes y servicios y, acorde con esa orientación, la mayoría 
de países permiten que decisiones judiciales foráneas surtan efectos en su territorio, a 
condición de que se satisfagan ciertos requisitos tanto de índole sustancial como procesal.”, 
“Siguiendo esa tendencia, Colombia ha incorporado en el ordenamiento interno disposiciones 
regulatorias del instituto del exequátur, el cual tiene por finalidad el otorgamiento de 
autorización para ejecutar las sentencias dictadas por jueces extranjeros o laudos arbitrales 
proferidos en el exterior.” (Sentencia de Exequátur, 2013) 
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Tomando como referencia el concepto del autor Marco Gerardo Monroy Cabra en su libro 
“Manual de Derecho Internacional Privado” se tiene lo siguiente al respecto al concepto 
del exequátur y la eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos extranjeros:  
 
“La jurisdicción emana de la soberanía, y como esta tiene por limite el territorio sobre el 
que se ejerce, la sentencia solo produce efectos jurídicos dentro de ese territorio. Pero la 
cooperación judicial internacional ha impuesto la necesidad de reconocer y otorgarle 
efectos a una sentencia de un juez extranjero.  
 
Sin embargo, por razones de seguridad jurídica y conveniencia recíproca, casi todos los 
estados reconocen validez a las sentencias y laudos arbitrales proferidos en el extranjero y 
permiten su ejecución como si hubiesen sido dictadas por sus propios jueces, si bien 
difieren en cuanto a los requisitos que exigen para ellos. Esta es la razón por la cual la 
materia del exequátur corresponde tanto al derecho procesal como a las derecho 
internacional privado, la determinación de porque se da a las sentencias extranjeras 
pertenece al derecho internacional privado, y todo lo que refiera como se da valor a las 
sentencias extranjeras o sea el procedimiento para el reconocimiento y ejecución pertenece 
al derecho procesal” (Cabra, Manual de Derecho Internacional Privado, 1969, pág. 260). 
 
Lo anterior obedece a la justificación de la existencia de la figura del exequátur y la 
necesidad que tienen los Estados y Colombia de incorporar en el ordenamiento jurídico 
nuevas normatividades para facilitar el reconocimiento de sentencias extranjeras ya sea por 
la vía de la reciprocidad legislativa o reciprocidad diplomática de las cuales trataremos más 
adelante. Lo importante en este momento es resaltar la cooperación que existe dentro de la 
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comunidad jurídica respecto a la aplicación de los efectos de las sentencias extranjeras sin 
desconocer su importancia como se realiza con leyes nacionales, lo anterior para garantizar 
la seguridad de los derechos que bien se pueden ver insatisfechos  si los Estados no acogen 
dichos tratados y normas internacionales. 
 
En este punto es donde se debe aclarar la naturaleza de esta figura la cual ha sido bastante 
discutida por la doctrina, Carnelutti por ejemplo considera “que el exequátur de una 
sentencia extranjera, más que un acto de ejecución, es una figura autónoma que denomina 
“equivalente jurisdiccional” (Carnelutti, 1944). Chiovenda. “Dice que el reconocimiento de 
las sentencias extranjeras está vinculado a la extensión territorial, y que el juicio del 
exequátur no es sino un modo de alcanzar el fin de la relación procesa. (Chiovenda, pág. 
793). El procesalista Redenti expresa que “El juicio de exequátur no es de jurisdicción 
contenciosa sino que su naturaleza es idéntica a las de las resoluciones que acuerdan el 
cumplimiento del laudo arbitral o de la sentencia dictada por los tribunales es 
eclesiástico” (Redenti, 1957). Santiago Sentis Melendo considera que “La finalidad del 
juicio de reconocimiento no puede ser otra que la de determinar si una sentencia 
extranjera se le pueda dar la consideración de sentencia nacional; esto es, si le puede 
reconocer el valor de cosa juzgada y si se puede proceder a su ejecución, pero sin 
modificar su contenido”. (Melendo, 1958, pág. 261). 
 
Tenemos pues varias consideraciones, conceptos y versiones doctrinarias sobre la figura, 
donde se ven relacionadas diferentes percepciones en materia procesal y en materia del 
derecho internacional privado directamente, los procesalistas hablan de la figura como una 
manera de ver terminada una relación procesal, la cual resulta más acertada y utilizada, 
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teniendo en cuenta que su finalidad es lograr el reconocimiento de sentencias emanadas por 
jueces extranjeros, pero lo que se diferencia de este concepto en todos los países es su 
trámite procesal que puede variar según las diferentes legislaciones. 
 
En Colombia específicamente las sentencias, laudos arbitrales y otras providencias 
judiciales producidas en un país extranjero en el trámite de los procesos contenciosos o de 
jurisdicción voluntaria tienen por un lado la fuerza que le concedan los tratados existentes 
en ese país, es decir, el amparo de la reciprocidad diplomática en su defecto, la fuerza que 
allí se reconozca a las proferidas en Colombia, esto es, la reciprocidad legislativa. 
 
Así la reciprocidad diplomática se presenta “cuando entre Colombia y el otro país de donde 
asiste la sentencia, providencia judicial se ha suscrito tratado público que permita igual 
tratamiento en este Estado extranjero a las sentencias emitidas por jueces colombianos, de 
manera que como contraprestación a la fuerza que éstas tengan en aquel, las suyas 
vinculen en nuestro territorio” (Puglisi, 2001, pág. 62).  
 
En el caso colombiano este tratado existe por una parte  con Venezuela y Ecuador 
acogiendo la “Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias 
y Laudos Arbitrales  Extranjeros, realizada el 8 de mayo de 1979 en Montevideo”.  y  con 
España se tiene la  "Convención sobre ejecución de sentencias civiles entre el gobierno de 
la República de Colombia y el de su majestad el Rey de España”, lo que permite 
determinar que con los demás países debe aplicarse la reciprocidad legislativa la cual 
ocurre cuando se reconocen efectos jurídicos a las sentencias de los jueces Colombianos 
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por la legislación del país de donde proviene la decisión materia del exequátur, pues igual 
fuerza vinculante tendrán las decisiones de sus jueces en Colombia. 
 
1.2. REQUISITOS DEL EXEQUÁTUR DE SENTENCIAS.  
 
Es el artículo 606 del Código General del Proceso es el que nos plantea los requisitos para 
que pueda efectuarse esta reciprocidad legislativa: 
 
“Para que la sentencia o laudo extranjero surta efectos en el país, deberá reunir los 
siguientes requisitos: 
1. Que no verse sobre derechos reales constituidos en bienes que se encontraban en 
territorio colombiano en el momento de iniciarse el proceso en que la sentencia se 
profirió.  
2. Que no se ponga a leyes u otras disposiciones colombianas de orden público, 
exceptuadas las de procedimiento. 
3. Que se encuentre ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen y se 
presente en copia debidamente autenticada y legalizada , es decir, que la sentencia 
no se encentre recurrida, o en otras palabras “que nos sea objeto de recurso alguno 
para buscar su nulidad y que esté generando plenos efectos jurídicos” (Palacios, 
2011) 
4. Que el asunto sobre el cual recae, no sea de competencia exclusiva de los jueces 
colombianos. 
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5. Que en Colombia no exista proceso en curso ni sentencia ejecutoriada de jueces 
nacionales sobre el mismo asunto. 
6. Que si se hubiere dictado en proceso contencioso, se haya cumplido el requisito de 
la debida citación y contradicción del demandado, conforme a la ley del país de 
origen, lo que se presume por la ejecutoria. Quiere decir que es deber de la 
autoridad competente garantizar el derecho de defensa y lo más importante, dar a 
conocer al interesado sobre el proceso realizando de manera eficaz su notificación. 
Se puede decir que este requisito se torna como el más importante, toda vez que sin 
ésta no habría lugar al análisis de las demás imposiciones. 
7. Que se cumpla el requisitos del exequátur” (Codigo General del Proceso , 2012, 
pág. 309)  
 
Al momento de presentar la solicitud de exequátur lo primero que debe analizarse es la 
existencia de Tratado Internacional ratificado por Colombia y un país extranjero (la 
reciprocidad diplomática), cuando esto sucede la Corte Suprema de Justicia- Sala Civil 
debe garantizar el derecho y cumplir las normas constitucionales y de derecho internacional 
las cuales ubican los tratados internacionales en un punto importante de la legislación. 
Menciona el autor Monroy Cabra al respecto lo siguiente “En términos generales, si existe 
tratado público internacional sea bilateral o plurilateral debe aplicarse” (Melendo, 1958, 
pág. 263) 
 
En cuanto a Colombia están vigentes los siguientes tratados “Convenio sobre ejecución de 
sentencias civiles de Madrid aprobado por la ley 6 de 1908, El Tratado de Derecho 
Procesal Internacional de Montevideo de 11 de enero de 1889, aprobado por la ley 68 de 
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1920, Convención Interamericana Sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y 
Laudos Arbitrales Extranjeros de 8 de mayo de 1979 aprobada por la ley 16 de 1981, 
Tratado Sobre Ejecución de Actos Extranjeros, aprobado por la ley 16 de 1913, Tratado 
Sobre Derecho Internacional Privado Entre Colombia y Ecuador aprobado por la ley 13 
de 1905 y canjeadas las ratificaciones en quito el 31 de julio de 1907” (Melendo, 1958, 
pág. 264). 
 
De forma generalizada todos estos convenios y tratados regulan la competencia 
internacional de las jurisdicciones de los Estados, fijando puntos importantes acerca del 
trámite de reconocimiento de las sentencias. En algunos se establecen los requisitos 
necesarios para presentar las solicitudes de exequátur, verbigracia, la debida notificación de 
las partes, la no afectación al orden público, la debida competencia de las autoridades que 
toman las decisiones, la ejecutoriedad de las sentencias, requisitos que no se apartan de las 
exigencias pretendidas en la legislación Colombiana; en otros por ejemplo los 
requerimientos son más externos y tienen que ver con la traducción de las sentencias, 
competencias de los jueces en la esfera internacional, la certeza de garantizar la defensa de 
las partes, entre otros. 
 
Adentrándonos en el trámite específico del exequátur en nuestro país, inicialmente es 
necesario hacer un recuento de lo establecido en el Código General del Proceso en sus 
artículos 605 y ss. Los cuales primariamente nos abordan una definición generalizada del 
efecto de las decisiones producidas en otros Estados: “las sentencias extranjeras y otras 
providencias que revistan tan carácter, pronunciadas en un país extranjero en procesos 
contenciosos o de jurisdicción voluntaria, tendrán en Colombia la fuerza que les concedan 
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los tratados existentes en ese país, y en su defecto la que ellos se reconozca a las 
proferidas en Colombia” (Codigo General del Proceso , 2012). 
 
Lo dispuesto en el anterior inciso se aplica también a los laudos arbitrales proferidos en el 
exterior. De los cuales ahondaremos más adelante. En esta parte trataremos de darle mayor 
importancia a las sentencias ya que son las más desplegadas en materia de solicitudes de 
exequátur. 
 
1.3 TRAMITE DEL EXEQUÁTUR DE SENTENCIAS. 
 
Su trámite se encuentra consagrado en el Artículo 607 del código mencionado de la 
siguiente manera : “La demanda sobre exequátur de una sentencia o laudo extranjero, con 
el fin de que produzca efectos en Colombia , se presentará por el interesado a la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, salvo que conforme a los tratados 
internacionales corresponda a otro juez, y ante ella debe citarse a la parte afectada por la 
sentencia o el laudo, si hubiere sido dictada en proceso contencioso. Cuando la sentencia o 
el laudo no este e castellano se presentaran con la copia del original su traducción en 
legal forma” (Codigo General del Proceso, 2012, págs. 309-310). 
 
Para el exequátur se tendrán en cuenta las siguientes reglas que serán utilizadas para “Las 
decisiones qué se encuentren acogidas por tratados internacionales o convenciones 
celebradas por Colombia como para las que no estén dentro de estos, teniendo en cuenta 
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que aquellos se remiten a las leyes de procedimiento del país de donde se busque la 
ejecución” (Codigo General del Proceso, 2012, págs. 309-310):  
 
 En la demanda deberán pedirse las pruebas que se consideren pertinentes: es decir, 
los argumentos y elementos necesarios que permitan probar la existencia del 
proceso en el país extranjero, pueden ser testimonios, documentos que validen la 
información, como por ejemplo traducciones, certificados, entre otros.  
 
 La Corte rechazará la demanda si faltare alguno de los requisitos exigidos en los 
numerales 1 a 4 del artículo 694 del código de procedimiento civil, quiere decir que 
si el proceso versa sobre derechos reales constituidos en bienes que se encontraban 
en territorio colombiano en el momento de iniciarse el proceso en que la sentencia 
se profirió, si la sentencia se opone a las leyes u otras disposiciones colombianas de 
orden público, exceptuadas las de procedimiento, si la sentencia no se encuentra 
ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen, si no se presenta copia 
debidamente autenticada y si el asunto sobre el cual recae es de competencia 
exclusiva de los jueces colombianos; la solicitud de exequátur será rechazada de 
plano por el competente, sin embargo si la solicitud advierte deficiencia en la 
prueba de la existencia o de la representación del demandante o de la persona que 
en aquella se cita, dará aplicación a los dispuesto en el inciso final del artículo 85, 
quiere decir que se concede un término de 5 días para subsanar dichas falencias, si 
el solicitante no cumple con lo requerido la demanda será rechazada. 
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 Seguidamente, en el auto admisorio de la demanda se dará traslado a la parte 
afectada con la sentencia o el laudo y al procurador delegado en lo civil, por cinco 
días cada uno, para lo cual se acompañaran las respectivas copias, este traslado 
consiste en dar a conocer a la parte requerida la existencia de dicha solicitud y 
acompañar además de la notificación los anexos con el fin de informar 
integralmente en que consiste lo solicitado. 
 
 
 Dentro del término del traslado, la parte citada y el procurador podrán pedir las 
pruebas que estimen pertinentes, con el fin de garantizar el derecho de contradicción 
se da la oportunidad para que dentro de este espacio se hagan valer además de las 
pruebas del solicitante las que la contraparte tenga en su poder, en caso de tenerlas.  
 
 Vencido el traslado, se decretaran las pruebas pedidas y se señalará el termino de 10 
días para practicarlas, pero para las que deban producirse en el exterior e aplicaran 
los incisos segundo y tercero del artículo 405 el cual se encuentra derogado, en este 
hacían referencia a un término probatorio extraordinario, no superior a tres meses, 
concedido para practicar pruebas en el extranjero y a la multa que se generaba al 
litigante por no practicar dichas pruebas. La Corte podrá decretar pruebas de oficio, 
conforme a las reglas generales, dentro de estos días deberán allegarse al proceso 
todos los documentos, testimonios y demás pruebas que se pidieron para la ratificar 
la solicitud de exequátur, en caso de que la Corte Suprema considere que con las 
pruebas solicitadas por las partes no son suficientes para corroborar lo pedido 
podrán hacerlo de oficio. 
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 Vencido el traslado de la demanda o el término probatorio en su caso, se dará 
traslado común a las partes por cinco días para que presenten sus alegaciones, 
transcurrido el cual se dictara sentencia. En estos alegatos las partes le expondrán a 
los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo a las pruebas aportadas, 
testimonios y lo expuesto dentro del proceso los argumentos para fallar a favor de 
cada uno y finalmente emiten la decisión. 
 
 Si la Corte concede el exequátur y la sentencia o el laudo extranjero requiere 
ejecución, conocerá ésta el juez competente conforme a las reglas generales. 
(Codigo General del Proceso, 2012, págs. 309-310). 
 
Se exponen  los requisitos necesarios y el trámite para llevar a cabo la aprobación de 
sentencias y laudos extranjeros, donde deben asegurarse las reglas propias del debido 
proceso, es de anotar que frente al trámite del exequátur no existe ningún recurso en caso 
de rechazo, lo que deja a los solicitantes sin ninguna posibilidad de controvertir lo decidido 
por la Corte Suprema de Justicia y lo que conlleva a que deban volver a presentar la 
solicitud lo que genera un nuevo trámite y la implicación de comenzar de nuevo un 
proceso.  
 
“En primer lugar el problema del reconocimiento de decisiones requiere a su vez, el uso de 
técnicas de cooperación internacional que faciliten el reconocimiento de cuestiones 
jurídicas ya sancionadas” (Fernandez Rozas & Sixto Sanchez, 2009, pág. 713). Por esta 
razón es que la presentación de la solicitud necesariamente debe realizarse de manera 
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detallada, teniendo en cuenta todos los requerimientos establecidos con el fin de evitar en 
un primer momento el rechazo y consecuentemente la necesidad de volver a iniciar el 
trámite, dado que al analizar los casos concretos se puede tener la urgencia o la premura de 
hacer valer los derechos implorados en el país. 
Es incuestionable que el nivel de rechazo de las sentencias de exequátur sería altamente 
disminuido principalmente si los Estados decidieran ratificar muchos más tratados y 
convenios , en el caso de los Estados americanos sería conveniente hacerlo con “La 
Convención Interamericana Sobre Eficacia Extraterritorial de las sentencias y laudos 
arbitrales extranjeros, de Montevideo de 8 de mayo de 1979; La Convención 
Interamericana Sobre Competencia en la Esfera Internacional Para la Eficacia 
Extraterritorial de las Sentencias extranjeras de la Paz (Bolivia) de 24 de mayo de 1984; 
La Convención Interamericana Sobre Arbitraje Comercial Internacional de Panamá , del 
30 de enero de 1975; Convención Interamericana Sobre Normas Generales de Derecho 
Internacional Privado de 8 de mayo de 1979. Y desde luego la las tres Conferencias 
Especializadas Interamericanas para unificar las Reglas de Solución de Conflictos en 
Materia Civil, Comercial, y Procesal Internacional en el Sistema Interamericano” 
(Melendo, 1958, pág. 278). 
 
Como se mencionaba anteriormente y apuntando la percepción del auto Monroy Cabra “la 
ratificación de las convenciones sobre eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos 
arbitrales constituirían indudablemente una forma de cooperación eficaz para una mejor 
administración de justicia en los Estados Americanos. Estas convenciones son relevantes y 
efectivas, toda vez que contienen soluciones y principios que tienen en cuenta el Common 
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Law como lo previsto en los tratados de Montevideo, el Código Bustamante y la doctrina 
existente en américa sobre derecho privado” (Melendo, 1958, pág. 278). 
 
Por otro lado la mengua del rechazo se vería reducida en la forma de tramitar las 
condiciones pedidas para hacerlo, en caso de no existir un tratado ratificado por los Estados 
y el deber sin excepción alguna de concurrir a la utilización de la reciprocidad legislativa 
“la cual toma asiento, por su parte, al reconocérsele efectos jurídicos a las sentencias de 
los jueces colombianos por la legislación del país de donde proviene la decisión materia 
del exequátur, pues igual fuerza vinculante tendrán las decisiones de sus jueces en el 
Territorio Nacional, siendo entendido que esta forma de reciprocidad puede ser a su vez 
basada en textos legales escritos o en la práctica jurisprudencial imperante en el país de 
origen del fallo objeto de exequátur” (Sentencia de Exequátur, 2013). Es deber obligatorio 
de la parte accionante probar esta reciprocidad y acudir sin lugar a errores a lo dispuesto en 
el artículo 606 del Código General del Proceso, es decir presentar sin falta alguna todos y 
cada uno de las imposiciones allí exigidas so pena de rechazo inmediato.  
 
Con el fin de explicar el énfasis que se hace con relación a los requisitos y el tramite del 
exequátur y trayendo acotación lo consagrado en el capítulo IV del libro “Curso de Derecho 
Internacional Privado” de los Autores José Carlos Fernández Rosas y Sixto Sánchez 
Lorenzo Debe mencionarse que la decisión tomada tiene varias implicaciones que obtienen 
en un primer lugar “dejar valer en el foro los efectos que esa decisión tiene en el país en 
que se dictó, siempre que no sean incompatibles con nuestro sistema, de forma que tras su 
reconocimiento la decisión extranjera sigue siendo extranjera, no se produce ningún 
fenómeno de “nostrificación” (M. Virgós Soriano). El reconocimiento puede tender, en 
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primer término, a procurar la fuerza ejecutiva en el foro de una sentencia extranjera, 
efecto característico de las sentencias de condena. Para conseguir dicho efecto, siempre 
resulta necesario recurrir a un procedimiento de ejecución” (2009, pág. 118). Con lo 
anterior, se refleja entonces lo expuesto el numeral 2 del artículo 694 que menciona la 
necesidad de que la sentencia no afecte leyes del orden público. 
 
En un segundo lugar “El reconocimiento procura en el foro la obligatoriedad o efecto de 
cosa juzgada material de la sentencia extranjera, en cuya virtud su contenido vincula a las 
autoridades y órganos jurisdiccionales del foro y se actúa el principio de non bis in idem, 
principio que impide no sólo la iniciación en el foro de un nuevo proceso con idénticas 
partes, objeto y causa, sino también que se vuelva a suscitar como cuestión incidental en 
todo tipo de procesos. Se alude, en este sentido, al “efecto perjudicial” de la sentencia 
extranjera. La cosa juzgada material sólo despliega sus efectos tras el reconocimiento, si 
bien los derechos de las partes deben retrotraerse a la fecha de la sentencia extranjera” 
(Fernandez Rozas & Sixto Sanchez, 2009, pág. 118). 
 
Los efectos que toma el registro, es decir, la ejecutoriedad de la sentencia o en otras 
palabras cuando esta queda en firme, tiene implicación en el sentido de la publicidad que 
genera a terceros frente a la existencia de esa sentencia y por ende del reconocimiento que 
se ha efectuado, para consecutivamente poder realizar los trámites de ejecución de ésta, 
también permite demostrar la veracidad de los hechos y de la decisión tomada en el fallo. 
La autenticidad es un elemento necesario para llevar a cabo medios de prueba y para prestar 
el carácter de mérito ejecutivo. 
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Sin embargo, existe una excepción considerada como la más importante a los requisitos de 
firmeza para el reconocimiento de sentencias y se encuentra consagrado en los reglamentos 
comunitarios y en los convenios de Bruselas y de Lugano que establecen lo siguiente al 
respecto:  
  
“El Tribunal de un Estado contratante al que se hubiese solicitado el reconocimiento de una 
resolución dictada en otro Estado contratante, podrá suspender el reconocimiento si dicha 
resolución fuese objeto de un recurso ordinario en el Estado de origen (art. 30.1º). 
Paralelamente, el artículo 38 establece la cautela de que el Tribunal del Estado requerido 
ante el que se plantee un recurso contra la decisión de instancia admitiendo la solicitud de 
ejecución, podrá, a instancia del recurrente, suspender el procedimiento o exigir la 
constitución de una garantía si la resolución extranjera hubiese sido objeto de recurso 
ordinario en el Estado de origen o si el plazo para interponerlo no hubiese expirado. En su 
decisión de suspensión, el Tribunal del Estado requerido que conoce del recurso no puede 
tomar en consideración los motivos que ya se han invocado ante el juez extranjero 
[Sent. T.J.C.E. de 4 de octubre de 1991 (Van Dalfsen/B. Van Loon)]. El Reglamento 
“Bruselas I” mantiene en su artículo 46 la cautela prevista en el artículo 38 del Convenio de 
Bruselas. Sin embargo, desaparece la previsión señalada del artículo 30.1º, habida cuenta de 
que el Reglamento, como se señalará, diseña un procedimiento de reconocimiento y ejecución 
en el que los Juzgados de Primera Instancia deben proceder a declarar la ejecutividad sin 
examen alguno en cuanto al fondo” (Fernandez Rozas & Sixto Sanchez, 2009). 
 
Así el trámite contemplado en los convenios comunitarios y en el tratado de Bruselas y de 
Lugano donde el competente para decidir sobre la homologación de la sentencia extranjera 
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puede romper o atajar el reconocimiento en caso de presentarse la posibilidad de existir un 
recurso en el Estado de donde proviene la solicitud, este trámite se imparte de acuerdo a los 
diferentes derechos nacionales , sin embargo, la mayoría de las veces es presentado en los 
países donde se contempla primera y segunda instancia para la solicitud del exequátur. Se 
puede evidenciar de acuerdo al barrido estadístico realizado que en Colombia 
específicamente no es frecuente que se presenten denegaciones por esta causa.  
 
Los argumentos de denegación que después analizaremos detalladamente de acuerdo a la 
recolección de sentencias de exequátur y como se ha mencionado en el desarrollo del 
trabajo tienen que ver básicamente por falta de requisitos que se tornan sencillamente 
formales, por lo cual es necesario analizar el estudio que se realiza por parte de la Corte 
Suprema de Justicia – Sala Civil y el control de las garantías procesales dentro de la 
gestión, verificar si en éste se realiza un análisis de fondo y minucioso ,y si se efectúan 
satisfactoriamente las notificaciones a los demandados. Según lo determinado el articulo 
606 numeral 6 del Código General del Proceso. 
 
Este principio contemplado en la constitución política colombiana, articulo 29 se considera 
fundamental dentro de marco que nadie podrá ser juzgado sin ser previamente escuchado, 
dentro del trámite del exequátur se pretende que las partes estén en todo momento en 
igualdad de condiciones, no solo con el fin de proteger el derecho de defensa del 
demandado sino de todas partes intervinientes en el proceso. 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha mencionado lo siguiente “Este derecho es de 
aplicación inmediata conforme a los dispuesto en el artículo 85 de la carta, vincula a todas 
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las autoridades y constituye una garantía de legalidad procesal que pretende dentro de sus 
fines proteger a los individuos en su dignidad, personalidad y desarrollo frente a 
eventuales arbitrariedades amparadas en el ejercicio del poder “ (Entralgo, 2001, pág. 73). 
 
La importancia que se le dé al debido proceso es pues fundamental para llevar a cabo la 
aprobación de solicitudes de exequátur o no, podría decirse que además de ser un requisito, 
es el medio por el cual se va a direccionar el proceso y de este depende la convicción de 
cumplir las garantías y los derechos de los interesados, como se menciona en un compendio 
de sentencia # 15326 de la Corte Suprema de Justicia relacionando el debido proceso con el 
trámite de exequátur se tiene que "En el artículo 29 de la constitución política de Colombia 
se consagra el debido proceso. Frente al mismo debe señalarse que el exequátur es un 
procedimiento administrativo y judicial: Lo primero por cuanto su trámite se invoca y 
tramita, en principio, ante el Ministerio de Relaciones Exteriores; y lo segundo, porque la 
providencia que dicta la Corte es una decisión judicial, y por tanto su naturaleza es 
obligatoria y preclusiva, tanto para el gobierno nacional como para el súbdito nacional o 
extranjero que cumplirá la condena así autorizada". (Sentencia , 1999). 
 
Queda en esta primera parte la explicación detallada del trámite, requisitos, derechos de los 
solicitantes, regulación y competencia de las solicitudes de sentencias de exequátur, llega el 
momento de hacer un detalle minucioso sobre las solicitudes de homologación de laudos 
arbitrales que se hará a continuación. 
  
26 
 
CAPITULO II 
LAUDOS ARBITRALES 
2.1 CONCEPTO 
 
En cuanto al tema y a los efectos de reconocimiento de laudos arbitrales prima en la 
regulación internacional el convenio de Nueva York del 10 de junio de 1958 sobre el 
reconocimiento y la ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras.  
 
Aunque este convenio hable de “sentencias extranjeras” su artículo 1 dispone también que 
se aplica a sentencias arbitrales que no sean consideradas como sentencias nacionales por el 
Estado donde se solicita la ejecución, este convenio puede hacerse efectivo si los Estados lo 
desean y toma un punto importante las relaciones que se tengan en los Estados miembros, 
puede deducirse según lo expresado en el libro “Curso de Derecho Internacional Privado 
de los Autores Carlos Fernández Rosas y Sixto Sánchez Lorenzo” que el carácter que se le 
ha dado al convenio de erga omnes toma una segunda instancia por lo explicado 
anteriormente, son los países y sus relaciones los que deciden cuando y como aplicar lo 
establecido dentro de este (Lorenzo J. C., Manual de Derecho Internacional Privado, 2009, 
págs. 705-706). 
 
 “La primacía convencional referida se refuerza con el Convenio Europeo Sobre Arbitraje 
Comercial Internacional, hecho en Ginebra el 21 de abril de 1961 elaborado bajo el 
patrocinio de la comisión económica para Europea de las NU; no es propiamente un 
convenio sobre el reconocimiento y ejecución de sentencias arbitrales y en tal sentido 
puede aplicarse con independencia de la existencia de otro convenio internacional” 
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(Lorenzo J. C., 2009, pág. 706), se diseñó básicamente para ser un complemento al 
convenio de Nueva York y trata temas de procedimiento arbitral que pueden chocar con las 
leyes internas y nacionales de cada Estado al momento de dirimir un conflicto arbitral. Esta 
contrariedad impide que se pueda desarrollar un texto único de aplicación de 
reconocimiento de laudos arbitrales lo que puede hacer más probable su denegación al 
momento de estudiar los requisitos de homologación en el país. 
 
Este convenio en su artículo I.1 se refiere a su aplicación de la siguiente manera: “Se 
aplicará al reconocimiento y la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el 
territorio de un Estado distinto de aquel en que se pide el reconocimiento y la ejecución de 
dichas sentencias” (Fernandez Rozas & Sixto Sanchez, 2009, pág. 707). Esta aplicación 
tiene su origen desde el momento en que se pacta el arbitramento, el artículo 3 de la ley 
1563 de 2012 define el pacto arbitral como “Un negocio jurídico por virtud de cual las 
partes someten o se obligan a someter a arbitraje controversias que hayan surgido o 
puedan surgir entre ellas. El pacto arbitral implica la renuncia de las partes a hacer valer 
sus pretensiones ante los jueces, este puede consistir en un compromiso o en una cláusula 
compromisoria. En el pacto arbitral las partes indicarán la naturaleza del laudo. Si nada 
se estipula al respecto, este se proferirá en derecho” (Ley 1563 de 2012, 2014). 
 
La diferencia entre clausula compromisoria y compromiso radica en que la cláusula 
compromisoria podrá formar parte de un contrato o de un documento aparte referido a él, 
en este caso cualquier situación referente al contrato afecta también la cláusula, el 
compromiso por su parte podrá estar plasmado en cualquier documento donde debe 
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relacionarse las partes, la indicación de las controversias y la indicación del proceso en 
curso.  
 
Profundizando en la importancia del desarrollo de este trabajo se hace necesario ahondar en 
la regulación existente en Colombia respecto al arbitraje internacional fuera del convenio 
de Nueva York. Esta estipulación se encuentra consagrada en la sección tercera, capitulo 1 
artículo 62 de la ley 1563 de 2012.donde se plasman las disposiciones generales en cuanto 
al arbitraje internacional. 
 
2.2 ARBITRAJE INTERNACIONAL  
 
Debido a las crecientes relaciones económicas en todos los países y  teniendo en cuenta la 
multiplicidad de conflictos que esas relaciones suscitan, el arbitraje se erige como un 
mecanismo alternativo en la mayoría de las ocasiones más expedito para solucionar 
conflictos.  No obstante, este mecanismo tiene un nicho de aplicación dirigido más al 
campo corporativo que a la solución de conflictos interpersonales.   Colombia tardó en 
adaptarse a ese creciente fenómeno internacional de decisiones por laudos arbitrales 
introduciendo en la normativa interna la ley 1563 de 2012 por la cual se crea el estatuto de 
arbitraje nacional e internacional  buscando el fortalecimiento del arbitraje internacional sin 
tener la necesidad de que los conflictos sean resueltos por la jurisdicción, ampliando 
además el marco de los asuntos que son susceptibles del arbitraje   y en general explicando 
el sistema procesal de la figura. 
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A continuación se presenta  lo establecido en  la ley citada sobre lo referente al arbitraje 
internacional y el reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales  de laudos:  
 
Artículo 62 de la ley 1563 de 2012: “Se entiende que el arbitraje es internacional cuando: 
 
a) Las partes en un acuerdo de arbitraje tengan, al momento de la celebración de ese 
acuerdo, sus domicilios en Estados diferentes. 
 
b) El lugar del cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones o el lugar con el 
cual el objeto del litigio tenga una relación más estrecha, está situado fuera del Estado en 
el cual las partes tienen sus domicilios 
 
c) La controversia sometida a decisión arbitral afecte los intereses del comercio 
internacional. 
 
Para los efectos de este artículo: 
 
1. Si alguna de las partes tiene más de un domicilio, el domicilio será el que guarde una 
relación más estrecha con el acuerdo de arbitraje. 
 
2. Si una parte no tiene ningún domicilio, se tomará en cuenta su residencia habitual. 
Ningún Estado, ni empresa propiedad de un Estado, ni organización controlada por un 
Estado, que sea parte de un acuerdo de arbitraje, podrá invocar su propio derecho para 
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impugnar su capacidad para ser parte en un arbitraje o la arbitrabilidad de una 
controversia comprendida en un acuerdo de arbitraje”. (Ley 1563 de 2012, 2014) 
 
Los anteriores requisitos se toman en cuenta desde el momento de celebrar el contrato entre 
personas naturales o jurídicas que se encuentren domiciliados o tengan sucursales en países 
extranjeros. Estas personas están involucradas en el convenio como los sujetos de la 
controversia teniendo en cuenta que ha sido una práctica habitual y reiterada en distintos 
países. 
2.3 RECONOCIMIENTO Y EJECUCION DE LAUDOS ARBITRALES  
Igualmente como en el reconocimiento de sentencias existe un trámite para el 
reconocimiento y la ejecución de los laudos arbitrales estipulado en la ley 1563 de 2012 en 
su artículo 111: “Reconocimiento y ejecución. Los laudos arbitrales se reconocerán y 
ejecutarán así: 
1. “Un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en que se haya proferido, será ejecutable 
ante la autoridad judicial competente, a solicitud de parte interesada: En el caso 
colombiano y siguiendo los parámetros de homologación de sentencias extranjeras el 
competente para conocer sobre el reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales es la 
Corte Suprema de Justicia – Sala Civil, tramite en el cual deben tener en cuenta los 
requerimientos necesarios para aceptar o denegar el exequátur de laudos arbitrales. 
2. La parte que invoque un laudo o pida su ejecución deberá presentar el laudo original o 
copia de él. Si el laudo no estuviere redactado en idioma español, la autoridad judicial 
competente podrá solicitar a la parte que presente una traducción del laudo a este idioma: 
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vemos en este numeral requisitos semejantes a los que se exigen para el reconocimiento de 
sentencias consagrado en el numeral 3 del artículo 694 del código de procedimiento civil 
donde se exige que el documento se encuentre debidamente legalizado. 
3. Los laudos dictados en arbitrajes internacionales cuya sede sea Colombia se 
considerarán laudos nacionales y, por ende, no estarán sujetos al procedimiento de 
reconocimiento y podrán ser ejecutados directamente sin necesidad de este, salvo cuando 
se haya renunciado al recurso de anulación, caso en el cual será necesario su 
reconocimiento.  
Quiere decir lo anterior que ante la escogencia del país como sede donde se vaya a dirimir 
el conflicto arbitral esta decisión se tomará como nacional y en caso de hacer querer valer 
esos derechos consagrados dentro del laudo no requerirá ser conocido por la Corte Suprema 
de Justicia y en su lugar se tramitara como nacional.  
4. Para la ejecución de laudos extranjeros, esto es de aquellos proferidos por un tribunal 
arbitral cuya sede se encuentre fuera de Colombia, será necesario su reconocimiento 
previo por la autoridad judicial competente.” (Ley 1563 de 2012, 2014) 
De igual manera se encuentra explícitamente las causales por las que el reconocimiento de 
los laudos arbitrales puede ser denegado. El artículo 112 de la citada ley alude al respecto 
lo siguiente:  
“Motivos para denegar el reconocimiento: Solo se podrá denegar el reconocimiento de un 
laudo arbitral, cualquiera que sea el país en que se haya dictado, en los casos y por las 
causales que taxativamente se indican a continuación: 
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a) A instancia de la parte contra la cual se invoca, cuando ella pruebe ante la autoridad 
judicial competente del país en que se pide el reconocimiento o la ejecución: 
i. Que para el momento del acuerdo de arbitraje estaba afectada por alguna incapacidad; 
o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si 
nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se haya 
dictado el laudo; o 
ii. Que la parte contra la cual se invoca el laudo no fue debidamente notificada de la 
designación de un árbitro o de la iniciación de la actuación arbitral o no pudo, por 
cualquiera otra razón, hacer valer sus derechos; o 
iii. Que el laudo versa sobre una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o 
contiene decisiones que exceden los términos del acuerdo de arbitraje. No obstante, si las 
disposiciones del laudo que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden 
separarse de las que no lo están, se podrá dar reconocimiento y ejecución a las primeras, o  
iv. Que la composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se ajustaron al 
acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, a la ley del país donde se 
adelantó o tramitó el arbitraje; o 
v. Que el laudo no es aún obligatorio para las partes o fue anulado o suspendido por una 
autoridad judicial del país sede del arbitraje; o 
b) Cuando la autoridad judicial competente compruebe: 
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i. Que, según la ley colombiana, el objeto de la controversia no era susceptible de 
arbitraje; o 
ii. Que el reconocimiento o la ejecución del laudo serían contrarios al orden público 
internacional de Colombia. 
Si se hubiere pedido la anulación o la suspensión del laudo ante una autoridad judicial del 
país sede del arbitraje, la autoridad judicial colombiana, si lo considera procedente, podrá 
aplazar su decisión sobre el reconocimiento del laudo y, a instancia de la parte que pida 
aquello, esta podrá también ordenar a la otra parte que otorgue caución apropiada.” (Ley 
1563 de 2012, 2014) 
Se encuentran explicadas las posibles causales de denegación del exequátur las cuales 
componen un proceso de análisis profundo por parte del competente para decidir su 
aceptación y posterior cumplimiento, se debe realizar ese estudio desde antes que se haya 
emitido el laudo y verificar aspectos como el conflicto contractual, las partes, si existen 
vicios en el acuerdo arbitral que pueden ser motivo para declarar posibles invalidaciones, es 
decir, es necesario estipular perfectamente el pacto desde su elaboración con el fin de evitar 
recusaciones o nulidades en el trámite de su homologación; seguidamente se verifica la 
debida notificación de las partes y la garantía de haberse hecho valer sus derechos dentro de 
la actuación y el proceso arbitral, se verifican las controversias contractuales, la correcta 
organización del tribunal arbitral, que el laudo no se encuentre anulado por los competentes 
de sede donde se dictó y una vez verificado estos componentes se debe empezar a examinar 
el tramite respecto a las leyes nacionales estudiando factores como la no afectación al orden 
público o si según la ley interna el objeto de debate no es idóneo para aplicar en Colombia.  
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Aunque puede parecer que los requisitos de la homologación de sentencias y laudos 
arbitrales son similares, la ley 1563 de 2012 excluye cualquier posibilidad de aplicar los 
artículos 605 y ss. Del Código General del Proceso  en el trámite de laudos arbitrales, por 
otro lado deja la posibilidad abierta de emplear tratados, convenios, protocolos y cualquier 
acto que esté ratificado por Colombia en dicha diligencia. 
Según lo anterior puede decirse que es posible aplicar los cinco parámetros establecidos en 
el artículo V.1 del convenio de Nueva York respecto a la denegación de laudos arbitrales.  
El convenio los explica de la siguiente manera:  
a. “INEXISTENCIA O NULIDAD DEL ACUERDO ARBITRAL: Establece como 
motivo de denegación si se prueba que las partes en el acuerdo arbitral estaban 
sujetas a alguna incapacidad, en virtud de la ley que le es aplicable o que dicho 
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada 
se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se haya 
dictado al sentencia. 
b. GARANTIA DE LOS DERECHOS DE LAS PARTES: El convenio de Nueva York 
establece la posibilidad de denegación del reconocimiento cuando se pruebe que la 
parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral no ha sido debidamente 
notificada de la designación del árbitro o del procedimiento de arbitraje o no ha 
podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus medios de defensa. En este punto 
el convenio reitera una regla general admitida en todos los sistemas de exequátur 
en virtud de la cual no procede la ejecución de la decisión cuando una de las partes 
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no ha tenido ocasión de hacer valer su derecho de defensa en el procedimiento 
sustanciado ante el tribunal de origen. 
c. INCONGRUENCIA ENTRE EL CONTENIDO DE LA SENTENCIA Y EL DEL 
ACUERDO ARBITRAL: El numeral C del articulo V.1 del convenio de Nueva York, 
también incluye entre las causales de negación del exequátur a instancia de la 
parte la prueba de que “la sentencia se refiere a una diferencia no prevista en el 
compromiso o no comprendida en las disposiciones de la cláusula compromisoria; 
no obstante si las disposiciones de la sentencia que se refieren a las cuestiones 
sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no han sido sometidas la 
arbitraje , se podrá dar reconocimiento y ejecución a las primeras . se trata de una 
excepción que pretende un control por el juez del exequátur de las facultades 
conferidas al órgano arbitral por las partes que se sometieron al mismo, es decir se 
está frente a un acuerdo arbitral valido, pero que ha dado lugar a un laudo donde 
el árbitro se ha extralimitado en la petición… 
d. IRREGULARIDAD EN LA CONSTITUCION DEL TRIBUNAL ARBITRAL O EN EL 
PROCEDIMIENTO: sucede cuando la constitución del tribunal arbitral o del 
procedimiento arbitral no se han ajustado al acuerdo celebrado entre las partes o , 
en defecto de tal acuerdo , que la constitución del tribunal arbitral o el 
procedimiento arbitral no se han ajustado a la ley donde se ha efectuado el 
arbitraje. Esto se demuestra en el transcurso del proceso y si se verifica que existe 
alguna irregularidad de las expuestas, abra lugar a la denegación del exequátur. 
e. CARÁCTER NO OBLIGATORIO DE LA SENTENCIA: se agrega como causa de 
denegación la verificación de que la sentencia no es aun obligatoria para las partes 
o ha sido anulada o suspendida por una autoridad competente del país en que, 
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conforme a cuya ley, ha sido dictada esa sentencia. Se está ante una trasposición de 
la exigencia general de la firmeza del fallo, o si se quiere, a la necesidad de que la 
ejecutoria reúna la condición de cosa juzgada formal inherente a dicha firmeza. 
f. CAUSAS APLICABLES DE OFICIO: existen dos supuestos en los cuales se exige 
una actitud positiva al juez del exequátur, facultándole para denegar el 
reconocimiento y la ejecución de la sentencia arbitral. Como se ha indicado la 
parte oponente queda exonerada en estos casos de la carga de la prueba, 
limitándose a alegar ante el juez lo que estime oportuno al respecto. Las causas 
son: la falta de arbitrariedad del objeto de controversia y la contrariedad de la 
sentencia con el orden público. 
 La unidad de ambos motivos de denegación del reconocimiento y ejecución del laudo 
arbitral extranjero, se pone, pues, de manifiesto al dirigirse ambas a preservar 
determinados ámbitos materiales del propio ordenamiento, cuando está presente un 
especial interés del Estado. Este se manifiesta, de un lado, al reservar el conocimiento 
de las controversias referidas al conjunto de materias que abarca, exclusivamente a los 
tribunales de justicia ordinaria, de otro, en evitar que determinadas soluciones 
establecidas por órganos de solución de controversias extranjeros, y contrarias a los 
principios básicos del ordenamiento jurídico integren el acervo jurisprudencial del 
foro. La distinción entre ambas causas de denegación, debido a la interrelación 
anteriormente descrita, no es siempre fácil, sobre todo cuando de no arbitrabilidad de 
la controversia se trata, en este caso, sin duda, la tendencia es a confundir ambas, esto 
no ocurre normalmente, cuando lo afectado es el orden público internacional puesto 
que su carácter más omnicomprensivo, integra soluciones sobre materias cuya 
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arbitrabilidad es indiscutible” (Lorenzo J. C., Curso de Derecho Internacional Privado, 
2009).  
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CAPITULO III 
ANÁLISIS DE SENTENCIAS Y LAUDOS. 
 
El barrido estadístico se realizó con una amplia y nueva jurisprudencia tomada de las bases 
de datos V- LEX y LEX BASE que comprenden los periodos de 1992 a 2014, veinte años 
para un total de 114 decisiones emitidas por la Corte Suprema de Justicia – Sala Civil, 
provenientes de varios países del mundo y emitidas por distintos Magistrados.  Al momento 
de hacer el recorrido por el análisis de estas sentencias podemos evidenciar y concluir 
varios aspectos que son relevantes para tener en cuenta en el estudio de este tema que de 
alguna manera ha sido abandonado en su regulación, teniendo en cuenta que no se ha 
profundizado sobre los aspectos necesarios para evitar y disminuir su denegación. 
El análisis del cuadro se hace de la siguiente manera:  
 
3.1 TIPO DE DECISIÓN.  
Podemos verificar que la mayoría de solicitudes provenientes de países extranjeros son 
sentencias y no laudos arbitrales, obteniendo en total 110 sentencias equivalentes al 96.5 % 
del material y 4 laudos con el 3.5%, Lo que quiere decir que la mayoría de las veces las 
decisiones son ejecutadas en el país donde se profiere el laudo y no se hace necesario por 
medio de las partes homologar laudos en Colombia.  
De este punto también se concluye que las personas naturales o jurídicas que se ven 
envueltas en un pacto arbitral no seleccionan a nuestro país como una sede idónea o común 
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para dirimir estos conflictos y en su lugar eligen países extranjeros donde quede resuelto el 
pacto. 
Debe resaltarse que ninguna de las decisiones encontradas para laudos arbitrales 
corresponde a la nueva ley de arbitraje estudiada dentro del trabajo  
 
3.2. PAIS DE LA SENTENCIA O LAUDO:  
Respecto al país de donde proviene la sentencia encontramos diversidad de naciones que 
nos lleva a confirma lo aludido al inicio del trabajo cuando llegamos al tema de la 
pluralidad de personas radicadas en Estados extranjeros y la importancia de hacer valer sus 
derechos al momento de querer ejecutar sentencias de sus conflictos personales en 
Colombia cuando sea el momento de regresar. Hallamos en total los siguientes países: 
Alemania, Argentina, Brasil, Canadá, Ecuador, España, Estados Unidos, Francia, México, 
Portugal, Suiza, Venezuela, Inglaterra, Italia, Japón, Nicaragua, países bajos, panamá, 
Francia, Polonia, y republica libanesa.  
A pesar de encontrar gran variedad de colombianos en todos estos países y como se ha 
mencionado anteriormente solamente se tiene tratado ratificado para homologación de 
sentencias extranjeras con Venezuela, España y Ecuador lo que conlleva a un estudio muy 
pormenorizado de las leyes de los demás países para poder lograr esta aceptación, teniendo 
en cuenta que todas las regulaciones son disímiles y obteniendo en la mayoría de las 
ocasiones resultados negativos en su aprobación. 
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3.3 TIPO DE PROCESO ORIGINARIO: 
 Llegamos al punto de evaluar el tipo de proceso, en este caso y como se pauta en el cuadro 
tenemos que pueden ser procesos ordinarios o contenciosos. Según se muestra la mayoría 
de los procesos son contenciosos, quiere decir que generalmente se disputan en un juicio y 
no por voluntad de las partes, los procesos que se presentan de manera voluntaria dentro de 
las sentencias que analizamos en su gran mayoría son divorcios donde las partes de común 
acuerdo lo deciden. 
 
3.4 TEMA DE LA SENTENCIA O LAUDO EXTRANJERO:  
Encontramos en esta sección procesos de divorcio, ejecutivos, penal, adopciones y 
contractuales. 
Sin embargo es evidente que el proceso en el cual se presentan más solicitudes es en el de 
divorcio, un 74% del total de las sentencias analizadas son de este tipo y es la más 
frecuente, después de este vienen las adopciones con un 11.1 %, procesos ejecutivos 7.4%, 
contractuales, 5.5 % y un caso especial que es la sentencia de exequátur en materia penal 
con un 1.8% del total de los casos estudiados. 
En el caso de conflictos contractuales es donde podemos observar la solicitud de laudos ya 
que es dentro de estos donde se pacta. 
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Y finalmente la mayoría de proceso de jurisdicción voluntaria se presenta en las adopciones 
aunque excepcionalmente se presentan casos contenciosos de este tema. 
 
3.5 REQUERIMIENTO DE RECIPROCIDAD: 
Sabemos si se requiere la reciprocidad cuando tenemos el conocimiento de la existencia de 
un tratado internacional ratificado o no por Colombia, cuando este no exista necesariamente 
debe analizarse la reciprocidad legal, la cual consiste en analizar las leyes del Estado 
extranjero y verificar si cumple con los requisitos de nuestro país. 
En el análisis realizado y tomando como referencia que este tratado solo existe con los 
países de Venezuela, España y Ecuador la mayoría de las veces se requiere para la 
aceptación la reciprocidad legal teniendo un total de 38 sentencias con este tipo de 
reciprocidad . En el caso de la prueba de la reciprocidad diplomática de acuerdo a los 
tratados existentes dieron como resultado 13 sentencias con el respectivo convenio o 
tratado internacional ratificado por Colombia y el país extranjero. 
 
3.6 TIPO DE RECIPROCIDAD:  
Como se mencionaba en el punto anterior tenemos que debe hacerse el estudio de la 
reciprocidad diplomática o legal. Puede parecer que cuando estemos frente a un caso de 
reciprocidad diplomática el exequátur será concedido inmediatamente y sin embargo 
existen excepciones a esta regla toda vez que en el análisis encontramos casos en que no se 
cumplen ni los requisitos exigidos por el tratado para la homologación de la sentencia, se 
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configura en estos casos fallas probatorias que no permiten que se hagan valer los derechos 
de los solicitantes.  
Teniendo en cuenta lo anterior y la identificación perpetrada dentro de la investigación 
puede decirse que para una efectiva homologación y aceptación de la sentencia o laudo es 
necesario estudiar los dos tipos de reciprocidades en caso de existir la diplomática, y 
cuando deba hacerse de manera legal tener en cuenta todos los requisitos necesarios y 
exigidos para que esta sea efectuada eficazmente, siendo este último tipo el que requiere 
más observación. 
 
3.7 ACEPTACION O NEGACION:  
En esta etapa del análisis tenemos 3 opciones de estudio las cuales son: la aceptación, 
negación o negación parcial de las sentencias o laudos.  
En primer lugar hay que mencionar que ninguna decisión es aceptada parcialmente, la gran 
mayoría son denegadas con un total de 59 sentencias equivalente a un porcentaje del 52.63 
% y aceptadas encontramos que fueron 55 sentencias equivalente al 47.3% de la totalidad 
lo que ocurre cuando las solicitudes son presentadas ante el competente con todos los 
requisitos exigidos, cuando la sentencia no afecta el orden público y todos los documentos 
se encuentran en regla, la Corte Suprema de Justicia – Sala Civil procede a conceder el 
exequátur de acuerdo a lo anterior.  
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3.8 CAUSAL DE DENEGACION:  
 
En caso de que la demanda de exequátur sea denegada mencionamos en este espacio las 
causales que considera la Corte Suprema de Justicia- Sala Civil para hacerlo, se basan en 
los requisitos establecidos en el artículo 606 del Código General del Proceso y vemos que 
la causal más frecuente es, en primer lugar, con 37 casos de denegacion lo consagrado en el 
numeral 3 del artículo mencionado que reza lo siguiente: Artículo 606 - 3: “Que se 
encuentre ejecutoriada de conformidad con la ley del país de origen, y se presente en copia 
debidamente legalizada.”  
En segundo lugar con 13 decisiones encontramos que la parte requirente no logro probar lo 
contenido en el artículo 605 del Código General del Proceso, es decir, dentro de la solicitud 
no se demuestra la ley extranjera del exequátur en el caso de la reciprocidad legal; 
seguidamente con menos cantidad de denegación tenemos decisiones que no prosperan por 
factores como no demostrar que lo presentado ante la Corte Suprema de Justicia – Sala 
Civil es una sentencia, es decir, no se tiene claro que tipo de documento se anexa (1caso); 
por violación del orden público (artículo 606-2, 7 casos) y por existir en Colombia 
sentencia sobre el mismo asunto (artículo 606-5, 1 caso). 
Sobre la causal de denegación más frecuente, esto es, el numeral 3 del artículo 606 del 
Código General del Proceso existe el auto 165 de 2005 emitido por la Corte Constitucional 
donde se presenta y se deja abierta la posibilidad a los convocantes de presentar la 
sentencia extranjera ya no debidamente legalizada, sino optar también por la posibilidad de 
la apostilla de dicho documento cuando dos Estados hagan parte de la convención.  
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“Con anterioridad a la expedición del Código de Procedimiento Civil (Decreto 1400 de 
1970) y de la reforma a él introducida por el decreto 2282 de 1989, fue suscrita en La 
Haya el 5 de octubre de 1961 la Convención sobre la Abolición del Requisito de 
legalización para documentos públicos extranjeros, la cual fue aprobada por Colombia 
mediante la ley 455 del 4 de agosto de 1998 y declarada conforme a la Constitución 
Política en Sentencia C-164 de 1999.  
  
La Convención para abolición de los requisitos de legalización de documentos públicos 
extranjeros a que se ha hecho alusión, elimina la exigencia del trámite diplomático o 
consular para establecer su autenticidad. La Convención establece entonces, como 
única medida de control, la imposición de un sello o estampilla por el país dónde se 
elaboró el documento, denominado Apostille, del cual sin embargo, quedan excluidos 
aquellos documentos que sean expedidos por agentes diplomáticos o consulares, o los 
de carácter administrativo que se refieran directamente a operaciones comerciales o 
aduanera. 
 
Se puede optar entre la Apostilla o la legalización diplomática y consular. A juicio 
del incidentante, lo que sucede es que si dos Estados son parte de la convención, el 
propio Tratado ordena aplicar el procedimiento de la Apostilla, puesto que 
respecto de las relaciones entre tales Estados la Convención ha abolido la 
autenticación por medio de la legalización diplomática y consular” (Auto 165, 
2005).  
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Tenemos la explicación normativa y la justificación para disminuir considerablemente la 
denegación por la causal mencionada, en casos donde se encuentren países los cuales hayan 
ratificado dicho convenio. Situación de ventaja y garantía tanto para los abogados como 
para partes solicitantes de la homologación de sentencias extranjeras, únicamente con la 
apostilla se pueden eliminar gran cantidad de trámites que se vuelven complejos para la 
presentación de la solicitud, teniendo como consecuencia su denegación, de acuerdo a lo 
observado en la jurisprudencia analizada. 
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CAPITULO IV 
ANÁLISIS ESTADÍSTICO. 
 
A continuación presentamos un análisis estadístico donde se puede evidenciar en cada uno 
de los esquemas de manera pormenorizada y detallada los datos más relevantes obtenidos 
de la investigación de las 114 sentencias estudiadas y donde se presentan los valores 
explicados anteriormente de manera gráfica. 
Tomamos cuatro datos principales que nos permitieron obtener el resultado al que se quería 
llegar con la investigación jurisprudencial:  
En primer lugar y siendo el más significativo son la cantidad de sentencias de exequátur 
que se deniegan por país, observamos que el país que presenta más falencias en la 
presentación de solicitudes es Estados Unidos, seguido por Alemania y España y los demás 
países con un porcentaje más bajo, con lo que se puede llegar a demostrar que son países 
con menos presentación de solicitudes y que si las presentan sus partes cumplen con los 
requisitos exigidos por la ley Colombiana para la homologación de sentencias extranjeras.  
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SENTENCIAS DE EXEQUÁTUR NEGADAS POR PAIS 
 
Continuamos descendiendo al segundo grafico que nos arroja los resultados del porcentaje 
de sentencias extranjeras que se conceden por cada país de donde proviene la solicitud, en 
este punto toma la delantera Alemania con un 33% de decisiones aceptas, quiere decir lo 
anterior que del país citado la mayoría de las veces se presentan demandas de exequátur 
cumpliendo a cabalidad los requisitos exigidos por la legislación Colombiana, porque se 
logra probar la reciprocidad, ya sea legal o diplomática entre los dos Estados y además 
porque se presentan documentos válidos y reconocibles como sentencias judiciales del país 
de origen. 
 
 
 
Estados Unidos 
41% 
Alemania 
12% 
España 
12% 
Otros 
10% 
Suiza 
7% 
Japón 
5% 
Inglaterra 
4% 
Italia 
3% 
Panamá 
3% 
Venezuela 
3% 
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SENTENCIAS EXEQUÁTUR ACEPTADO POR PAÍS. 
 
 
Sobre las causales de denegación y según el porcentaje obtenido podemos afirmar y 
comprobar lo establecido desde el inicio del trabajo y tiene que ver con que la mayoría de 
solicitudes de exequátur son denegadas por requisitos meramente formales, este es, no 
presentar copia autentica y debidamente legalizada de la sentencia proveniente del tribunal 
ajeno. De los estudiados son 37 casos fallidos por esta causa, la que se convierte en la 
principal grieta de los peticionarios al pretender hacer valer derechos por medio de la 
aprobación de la decisión de los altos tribunales de otro Estado. Por no lograr probar la 
reciprocidad se encuentran 13 sentencias de exequátur, en este caso no sería una causal de 
forma, sino de fondo, en estos casos se vuelve complejo conocer en primer lugar la 
existencia de Tratado o Convenio ratificado por ambos países intervinientes en un caso 
específico y en segundo plano cuando se comprueba la no existencia de este, conocer y 
cumplir con lo establecido en las leyes nacionales para cumplir los requisitos exigidos. 
Alemania 
33% 
EEUU 
17% 
Venezuela 
13% 
España 
11% 
Suiza 
7% 
México 
5% 
Francia 
4% 
Argentina 
2% 
Brasil  
2% 
Canadá 
2% 
Ecuador  
2% 
Portugal 
2% 
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CAUSALES DE DENEGACIÓN. 
 
 
 
 
En última instancia encontramos los tipos de casos por los cuales se necesita la validación 
de sentencias foráneas, vemos que la mayoría son casos de divorcios con un 74 % del total 
de la jurisprudencia estudiada y hallamos solamente un caso inusual que se dio en materia 
penal, en el cual es importante ahondar la manera en que próspero y las condiciones en que 
se presentó, toda vez que no se presenta con frecuencia y entre 114 casos solo se encontró 
uno, por lo tanto se hace ineludible comentar las condiciones en las que se presentó dicha 
decisión para lo que la Corte Suprema de Justicia – Sala Penal aduce lo siguiente “La 
Corte ya ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la ejecución de sentencias 
proferidas en otro país (exequátur), señalando que la temática a resolver comprende 
varios aspectos, entre ellos: i) el manejo de las relaciones exteriores, ii) la aprobación de 
los tratados internacionales que suscriba Colombia, iii) los principios que orientan dichas 
No presenta copia autenticada y
legalizada
No probar reciprocidad
Violar el Orden Público
Internacional
Existia sentencia sobre el
mismo asunto
No demostró que era sentencia
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relaciones, iv) las previsiones concretas sobre la posibilidad de extraditar a sus nacionales 
y v) las garantías que deben ser respetadas en todo trámite que cumplan sus autoridades. 
 
En atención a la existencia de instrumentos internacionales vinculantes para los dos 
Estados, mediante los cuales se garantiza un trato recíproco en el tema del exequátur, el 
señor Ministro expresó que SE CUMPLEN todos los requisitos legales y si la honorable 
Corte así lo considera… “es conveniente… que se ejecute en Colombia la sentencia 
proferida por la justicia mexicana, condenando a la pena privativa de la libertad al 
nacional colombiano ANDERSON BRYAN LEVER”. (Sentencia de Exequatur, 2010) 
 
TIPO DE CASO 
  
  
Divorcio 
74% 
Adopción 
11% 
Ejecutivo 
7% 
Contractual 
6% 
Penal 
2% 
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CONCLUSIONES. 
 
El exequátur en sentido amplio es la figura por medio de la cual las personas que obtienen 
decisiones en países extranjeros pueden solicitar la validación de sentencias judiciales que 
tengan que ver con procesos en los cuales se han visto envueltos en un país ajeno, más que 
una confirmación se puede convertir en un derecho que se torna necesario solicitarlo para 
poder ejercer otras acciones anexas a la aprobación. Su reiterada denegación ha hecho que 
se despierte nuestro intereses por investigar y conocer más a fondo las verdaderas razones 
por las que es tan frecuente dicha situación, al inicio nos preguntábamos si eran errores de 
los solicitantes, el no estudio pormenorizado de los competentes al momento de decidir y 
varias inquietudes que asumíamos de acuerdo al conocimiento de una o dos sentencias de 
exequátur.   
 
El panorama cambia y se amplía al momento de reunir y analizar menudamente la extensa 
jurisprudencia recogida, teniendo en cuenta que tuvimos varios hallazgos que al inicio no 
imaginábamos que podíamos encontrar. Se tiene dentro de estos la variedad de países de 
donde provienen las sentencias, contrario a lo anterior vemos la reducida variedad de tipos 
de casos que se exhiben, ya que son únicamente cinco tipos para la jurisprudencia recogida 
(divorcio, adopción, ejecutivos,  contractuales, y solo un asunto penal), en otros aspectos 
las sentencias que son aceptadas por país que evidentemente es un número más reducido 
que las negadas; advirtiendo en este aspecto la necesidad del Estado colombiano de ratificar 
y buscar tratados o convenios en esta materia con otros países, de esta manera seria más útil 
y únicamente debería demostrarse la existencia de dicho acuerdo para llegar a probar 
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reciprocidad diplomática, permitiendo así la probabilidad que sean más las solicitudes de 
exequátur concedidas. Sobre la demostración de la reciprocidad legal se encuentra probada 
la principal falencia y evidentemente se pudo demostrar que es una causal meramente 
formal y que tiene gran posibilidad de ser disminuida de acuerdo a lo recomendado y 
expuesto en la presente monografía.  
 
En efecto, de acuerdo a lo analizado son muchas las solicitudes que ingresan para el 
exequátur pero  pocas son las que proceden, porque adolecen de requisitos formales.    Se 
requiere cultura jurídica iniciando desde la academia, enfatizando  sobre el aspecto procesal 
en este tema, la preparación desde los consultorios jurídicos de las universidades y desde la 
etapa inicial de formación de los estudiantes de derecho que posteriormente serán los que 
resuelvan las dudas que surgen y también serán lo que presenten las solicitudes de 
exequatur, de igual manera se necesita difusión de los estudios realizados por medio de 
cátedras, diplomados o demás  para que los solicitantes previo a la  presentación de la 
solicitud tengan claro todos requisitos necesarios, iniciando con realizar  correctamente la 
convalidación con los requeridos en el país extranjero, tener  precaución con la 
demostración de la reciprocidad teniendo claro el  conocimiento  y estudio de los tratados 
existentes para este  trámite, con que el caso que se presente no sea opuesto a las leyes 
colombianas de orden público, que puedan  certificar  la ejecutoriedad de las sentencias y 
apostillar o legalizar estas actuaciones de acuerdo a lo recomendado en el auto 165 de 2005, 
verificar la presencia de otras sentencias existentes, cotejar que los documentos que se 
entregan en el país de origen sean efectivamente la sentencia, que estén debida y 
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válidamente traducidos. Y en general tener un panorama claro y transparente sobre lo que 
es solicitar la homologación de una sentencia extranjera en Colombia. 
 
Como conclusión final, es hora que en Colombia se le otorgue la importancia capital que 
reviste esta figura y se incluya de forma detallada en los programas de Derecho 
Internacional Privado del país pues en un contexto de economía globalizada como el que 
estamos viviendo en la actualidad, a fin de que no continúe esta incultura jurídica en la que 
se suceden denegaciones las más de las veces por ausencia de conocimiento de requisitos 
meramente formales.  
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(2.001).Ref.: Expediente N° 7592 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA. Magistrado Ponente: Dr. 
JORGE SANTOS BALLESTEROS Santafé de Bogotá D.C., doce (12) de junio de dos mil (2000). Ref. 
Expediente No. 0083 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL. Magistrado Ponente: SILVIO 
FERNANDO TREJOS BUENO. Bogotá D. C., veintitrés (23) de agosto de dos mil cuatro (2004).Referencia: 
Expediente Nro. 00245 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA-SALA DE CASACION CIVIL Magistrado Ponente: SILVIO 
FERNANDO TREJOS BUENO. Bogotá D. C., cinco (5) de julio de dos mil uno (2001).-Ref. Expediente No. 
0092 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA-SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA. Santafé de Bogotá D.C., 
dieciocho (18) de septiembre de mil novecientos noventa y ocho (1998).- Expediente No. 7342 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
Rafael Romero Sierra. Santafé de Bogotá D. C., doce (12) de agosto de mi novecientos noventa y siete 
(1997).- Ref.: Expediente No. 5194 
CORTE SUPREMA DE JUSTICION-SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente: Dr. 
Nicolás Bechara Simancas. Santafé de Bogotá, D.C., treinta (30) de julio de mil novecientos noventa y siete 
(1997).-Ref. Expediente No. 6329 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA-Sala de Casación Civil. Bogotá, D.C., diez (10) de febrero de dos mil seis 
(2006).Ref.: Expediente No. 2006-00102-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA-SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá, D.C., 
cuatro (4) de mayo de dos mil (2.000). Referencia: Expediente No. 0083 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA-SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA. Magistrado Ponente. 
CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO. Santa Fe de Bogotá, D.C., treinta (30) de junio de dos mil 
(2000).Ref. Expediente No. 7638 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA .SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente. 
CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO. Santa Fe de Bogotá, D.C., doce (12) de julio de dos mil 
(2000).Ref. Expediente No. 7693 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA.Santafé de Bogotá D.C., 
catorce (14) de Enero de mil novecientos noventa y nueve (1999).Ref.: Expediente No. 7455 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA.Santafé de Bogotá, D.C., 
veinte (20) de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1.999). Referencia: Expediente No. 7866 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente 
MANUEL ARDILA VELASQUEZ Santafé de Bogotá, D. C., primero (1) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999). Ref.: Expediente No. 7916 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
trece (13) de febrero de mil novecientos noventa y ocho (1998).Ref. Expediente No. 7006 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá, D.C., 
dieciocho (18) de febrero de mil novecientos noventa y nueve (1999).Ref.: Expediente No. 7510 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y 
AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., veinte (20) de octubre de mil novecientos noventa y nueve 
(1.999),Referencia: Expediente No. 7866 
CORTE. SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D. C., 
primero (1) De diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999). Ref.: Expediente No. 7916 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, cuatro 
(4) de junio de mil novecientos noventa y siete (1997).Expediente No. 6699 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá D.C., 
dos (2) de julio de mil novecientos noventa y siete (1997) Ref. Expediente No. 6733 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá D.C., 
ocho (8) de agosto de mil novecientos noventa y siete (1997).Ref. Expediente No. 6768 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá, 
veinticinco (25) de noviembre de mil novecientos noventa y siete (1997).Expediente No. 6929 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá D.C., 
diez (10) de diciembre de mil novecientos noventa y siete (1997).-Ref. : Expediente No. 6951 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA,Santafé de Bogotá, D.C., 
diez (10) de diciembre de mil novecientos noventa y ocho(1998).Ref. Expediente No. 6954 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
Doctor PEDRO LAFONT PIANETTA, Santafé de Bogotá, D.C., agosto doce (12) de mil novecientos 
noventa y siete (1997),Referencia: Expediente No. 6174 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: CARLOS 
ESTEBAN JARAMILLO SCHLOS, Santafé de Bogotá, D.C., primero (1º) de Diciembre de mil novecientos 
noventa y cinco (1995).-Referencia: Expediente No. 5302 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente: Dr. 
PEDRO LAFONT PIANETTA, Santafé de Bogotá D.C., veintisiete (27) de septiembre de mil novecientos 
noventa y seis (1996) Ref.: Expediente No. 5921 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Sala de Casación Civil, Magistrado Ponente: Manuel Isidro Ardila 
Velásquez, Bogotá D. C., veinticinco (25) de febrero de dos mil cuatro (2004).Referencia: expediente 2001-
0140-01 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA,Magistrado Ponente, Dr. 
JOSE FERNANDO RAMIREZ GOMEZ,Santafé de Bogotá D.C., nueve (9) de septiembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999),Referencia: Expediente No. 6216 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, Bogotá, D.C., dieciséis (16) de marzo de dos mil 
seis (2006).Ref. Expediente 2006-00347-00 
SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente, CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO, 
Bogotá, D.C. ocho (08) de octubre de dos mil cuatro (2004) Ref. Expediente No. 11001-02-03-000-2002-
00197-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. NICOLAS 
BECHARA SIMANCAS. Bogotá, D.C., treinta y uno (31) de julio de dos mil dos (2002).Ref.: Expediente 
No. 11001-02-03-000-2001-0068-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL,Magistrado Ponente: CARLOS 
IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO,Bogotá D.C., dieciséis (16) de julio de dos mil uno (2001).Ref: 
Expediente No. 0142 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. JORGE 
SANTOS BALLESTEROS, Bogotá D. C., dieciséis (16) de julio de dos mil uno (2001).-Ref. Expediente No. 
7528 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,Sala de Casación Civil,Bogotá, D.C., veintiuno (21) de mayo de dos mil 
uno (2001). Ref: Expediente No. 20010066-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL,Bogotá, D.C., diecinueve (19) de junio de 
mil uno (2001),Referencia: Expediente No. 11001020300020010079-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente: 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS,Santafé de Bogotá D.C., veinticinco (25) de febrero de mil novecientos 
noventa y nueve (1999).-Ref: Expediente No. 6844 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA , Santafé de Bogotá, D. C., 
once (11) de junio de mil novecientos noventa y ocho (1998). Ref.: Expediente No. 7153 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, cinco 
(5) de agosto de mil novecientos noventa y ocho (1998).Ref. Expediente No. 7254 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA. Santafé de Bogotá, ocho 
(8) de septiembre de mil novecientos noventa y ocho (1998).Expediente No. 7297 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá 
Distrito Capital, doce (12) de marzo de mil novecientos noventa y ocho (1998).Ref: Expediente No. 7079 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS,Santafé de Bogotá D.C., veinticinco (25) de febrero de mil novecientos 
noventa y nueve (1999).Ref.: Expediente No. 6844 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA ,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D. C., 
octubre siete (7) de mil novecientos noventa y siete (1997),Referencia: Expediente No. 6871 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS, Santafé de Bogotá D.C., diecinueve (19) de agosto de mil novecientos 
noventa y siete (1997).-Ref.: Expediente No. 6041 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente: Dr. 
CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO Santafé de Bogotá, D. C., trece (13) de octubre de mil 
novecientos noventa y nueve (1999), Referencia: Expediente No. 7298 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. Rafael Romero 
Sierra, Santafé de Bogotá, D.C., julio trece (13) de mil novecientos noventa y cinco (1995). Referencia: 
Expediente No. 4787 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. José Fernando 
Ramírez Gómez, Bogotá, D.C., treinta (30) de noviembre de dos mil uno (2001),Referencia: Expediente No. 
7641 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. Rafael Romero 
Sierra, Santafé de Bogotá, D.C., catorce (14) de julio de mil novecientos noventa cinco (l.995),Ref.: 
Expediente No. 4644 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Magistrado Ponente, Jaime Alberto 
Arrubla Paucar, Bogotá, D.C., siete de marzo de dos mil seis (2006),Referencia: Expediente No. 11001-02-
03-000-2003-00260-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: EDGARDO 
VILLAMIL PORTILLA Bogotá D.C., trece (13) de febrero de dos mil cuatro (2004),Ref.: Expediente No. 
11001-02-03-000-2002-0198-01. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: SILVIO 
FERNANDO TREJOS BUENO. Bogotá D. C., trece (13) de Agosto de dos mil dos (2002)Ref: Expediente 
No. 0121 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente : 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS,Santafé de Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de mil 
novecientos noventa y seis (1996).Expediente No. 5263. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION PENAL, Magistrado Ponente, Dr. Carlos 
Eduardo Mejía Escobar,Bogotá D.C., veinticuatro (24) de julio de dos mil uno (2001). Proceso N° 18394 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. CARLOS 
ESTEBAN JARAMILLO SCHLOSS, Santafé de Bogotá D.C., dieciséis (16) de enero de mil novecientos 
noventa y cinco (1995).Ref.: Expediente 4939 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
PEDRO LAFONT PIANETTA Santafé de Bogotá, D. C., tres (3) de agosto de mil novecientos noventa y 
ocho (1998), Referencia: Expediente No. 7146 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Magistrado Ponente: DR. HECTOR 
MARIN NARANJO Santafé de Bogotá Distrito Capital, veintiseis (26) de julio de mil novecientos noventa y 
cinco (1995). Rad. Expediente 4948 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL,MAGISTRADO PONENTE..DR. 
JORGE ANTONIO CASTILLO RUGELES, Bogotá, D.C., dieciséis (16) de mayo de dos mil uno (2001), 
Ref. Expediente 7548 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente: 
SILVIO FERNANDO TREJOS BUENO. Santafé de Bogotá, D. C., veintidós (22) de Septiembre de mil 
novecientos noventa y nueve (1999).- Referencia: Expediente No. 7271 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Magistrado Ponente: Dr. 
JORGE ANTONIO CASTILLO RUGELES Santafé de Bogotá, Distrito Capital, veintitrés (23) de septiembre 
de mil novecientos noventa y nueve (1999).Ref.: Expediente No. 6305 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL,Magistrado Ponente: Dr. JAVIER 
TAMAYO JARAMILLO, Santafé de Bogotá D. C., doce (12) de diciembre de mil novecientos noventa y 
cinco (1995),Referencia: Expediente No. 5098 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS, Santafé de Bogotá D.C., veintiocho (28) de julio de mil novecientos 
noventa y ocho (1998).-Ref. Expediente No. 5864 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
CARLOS ESTEBAN JARAMILLO SCHLOSS. Santafé de Bogotá, D. C., cinco (5) de noviembre de mil 
novecientos noventa y seis (1996).- Referencia: Expediente 6130. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente: EDGARDO 
VILLAMIL PORTILLA, Bogotá D.C., dieciséis de julio de dos mil cuatro, Ref. : Exp. No. 1101-02-03-000-
2003-00079-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL, Bogotá D.C., veintiséis (26) de enero de 
dos mil uno (2001).Ref. : Expediente No. 110010203000-2000-0208-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Bogotá, D.C., veintidós (22) de marzo 
de dos mil uno (2001). Ref.: Exp. 110010203000 2001 0026 01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá D.C., 
diecisiete (17) de mayo de dos mil (2000).Ref.: Expediente No. 0083 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
nueve (9) de Noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999)Ref.: Expediente No.7906 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá D.C., 
once (11) de noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999).Ref. : Expediente No. 7886 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO. Santafé de Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de septiembre 
de mil novecientos noventa y nueve (1999), Referencia: Expediente No. 6640. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
veintiséis (26) de junio de mil novecientos noventa y ocho (1998).Expediente. No. 7216 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
JOSE FERNANDO RAMIREZ GOMEZ, Santafé de Bogotá, D. C., catorce (14) de agosto de mil novecientos 
noventa y ocho (1998) Referencia: Expediente No. E-4802. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá D.C., 
veintiuno (21) de enero de mil novecientos noventa y ocho (1998).-Ref. : Expediente No. 6951. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
nueve (9) de Noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999) Ref.: Expediente No.7906. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá D.C., 
once (11) de noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999). Ref.: Expediente No. 7886. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
CARLOS ESTEBAN JARAMILLO SCHLOSS, Santafé de Bogotá D. C., veintiocho (28) de Julio de mil 
novecientos noventa y ocho (1998).Ref.: Expediente Nro. 6583 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO, Santafé de Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de septiembre 
de mil novecientos noventa y nueve (1999), Referencia: Expediente No. 6640. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D. C., 
dos (2) de Octubre de mil novecientos noventa y siete (1997).-Ref.: Expediente No. 6870. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS, Santafé de Bogotá, D.C., diez (10) de julio de dos mil (2000).-Ref: 
Expediente No. 7735 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente. Dr. JOSE 
FERNANDO RAMIREZ GOMEZ. Bogotá, D. C., veintisiete (27) de junio de dos mil tres (2003).Referencia: 
Expediente No. E-0148. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
JORGE SANTOS BALLESTEROS, Santafé de Bogotá D. C., veintidós (22) de septiembre de mil 
novecientos noventa y nueve (1999).-Ref. Expediente No. 6702 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
CARLOS ESTEBAN JARAMILLO SCHLOSS Santafé de Bogotá D. C., veintiocho (28) de Agosto de mil 
novecientos noventa y ocho (1998).Ref.: Expediente Nro. 4803 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
NICOLAS BECHARA SIMANCAS, Santafé de Bogotá, D.C., diecisiete (17) de mayo de mil novecientos 
noventa y seis (1996).Expediente N° 3626 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente. Dr. 
JORGE ANTONIO CASTILLO RUGELES. Santafé de Bogotá D.C., seis (6) de abril de dos mil (2000), Ref. 
Expediente 7548 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente. DR. JAVIER 
TAMAYO JARAMILLO, Referencia: Expediente No. 4868 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
diez (10) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).-Ref. Expediente No. 7548 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá, D. C., 
doce (12) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).- Ref.: Expediente No. 5194 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
veinticuatro (24) de Septiembre de mil novecientos noventa y nueve (1999).Ref.: Expediente Nro. 7824. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
José Fernando Ramírez Gómez, Santafé de Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de noviembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999), Referencia: Expediente No. 7298 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá D.C., 
once (11) de Agosto de mil novecientos noventa y ocho (1998).- Ref.: Expediente No. 7271. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, D.C., 
diez (10) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).- Ref. Expediente No. 7548. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santafé de Bogotá, D.C., 
veinticuatro (24) de Septiembre de mil novecientos noventa y nueve (1999). Ref.: Expediente Nro. 7824. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. PEDRO 
LAFONT PIANETTA, Santafé de Bogotá, D.C., diciembre once (11) de mil novecientos noventa y cinco 
(1995),Ref: Expediente No. 5382 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente. ARIEL 
SALAZAR RAMÍRE, Bogotá D.C., cinco de agosto de dos mil trece, Ref. Exp.: 11001-02-03-000-2011-
00104-00. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Santafé de Bogotá, once 
(11) de julio de dos mil (2000).Magistrado Ponente: Dr. Jorge Santos Ballesteros. Ref.: Expediente No. 6484 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL. Magistrado Ponente: Dr. JORGE 
SANTOS BALLESTEROS, Bogotá D. C., cuatro (4) de diciembre de dos mil (2000).Ref. Expediente No. 
7647. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, LA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente : Dr. 
JORGE SANTOS BALLESTEROS, Santafé de Bogotá D. C., primero (1º.) de octubre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999).-Ref. Expediente No. 7163. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
JORGE SANTOS BALLESTEROS. Santafé de Bogotá D.C., veinticuatro (24) de noviembre de mil 
novecientos noventa y nueve (1999)Ref.: Expediente No. 7725. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente: ARTURO 
SOLARTE RODRÍGUE, Bogotá, D.C., veinte (20) de mayo de dos mil trece (2013).-Ref. 11001-0203-000-
2008-00405-00 
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Bogotá, D.C., martes dieciséis (16) de 
agosto de dos mil once (2011).Ref: Exp. N° 11001-02-03-000-2011-01516-00. 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente, Jaime Alberto 
Arrubla Paucar,Bogotá, D.C., cuatro (4) de abril de dos mil ocho (2008), Ref. Exp. E-11001-0203-000-2006-
01256-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL Magistrado Ponente, CÉSAR JULIO 
VALENCIA COPETE Bogotá, D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil seis (2006)Ref.: Expediente No. 
00227-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA Santa Fe de Bogotá D. C., 
primero (1º) de junio de dos mil (2000), Ref: Expediente No. 7545 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
Nicolás Bechara Simancas, Santafé de Bogotá, D. C., veintitrés (23) de agosto de mil novecientos noventa y 
seis (1996).Referencia: Expediente No. 623  
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL MAGISTRADO PONENTE, 
ÁLVARO ORLANDO PÉREZ PINZÓN Proceso Nº 16107 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACIÓN CIVIL,Magistrado Ponente, FERNANDO 
GIRALDO GUTIÉRREZ, Bogotá, D.C., tres (3) de mayo de dos mil doce (2012),Expediente No. 11001-02-
03-000-2005-00176-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrada Ponente: RUTH MARINA 
DÍAZ RUEDA, Bogotá D. C., treinta y uno (31) de julio de dos siete (2007).Ref.: Expediente No. 11001-02-
03-000-2005-00176-00. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: SILVIO 
FERNANDO TREJOS BUENO. Bogotá D. C., once (11) de mayo de dos mil seis (2006), Referencia: Exp. 
No. 11001-02-03-000-2004-01169-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Magistrado Ponente, EDGARDO 
VILLAMIL PORTILLA, Bogotá D.C., once de agosto de dos mil cinco. Ref. : Exp. No. 11001-02-03-000-
2004-00696-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL,Bogotá, tres (3) de diciembre de dos mil 
tres (2003)Magistrado Ponente. DR. CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO Ref: Exp No. 0048 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
Nicolás Bechara Simancas, Santafé de Bogotá D.C., doce (12) de noviembre de mil novecientos noventa y 
ocho (1998).-Ref: Expediente No. 7394 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL MAGISTRADO PONENTE: NICOLAS 
BECHARA SIMANCAS Santafé de Bogotá, Distrito Capital, nueve (9) de agosto de mil novecientos noventa 
y cinco 91995).-Referencia: Expediente No 5083 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION PENAL, Magistrado Ponente, Dr. EDGAR 
LOMBANA TRUJILLO, Bogotá D. C., diecisiete (17) de marzo de dos mil cuatro (2.004).Proceso No 21658.  
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL Magistrada Ponente, RUTH MARINA 
DÍAZ RUEDA, Bogotá D. C., once (11) de julio de dos mil siete (2007).Ref: Exp. No. 11001-0203-000-
2006-00797-00 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: 
SILVIO FERNANDO TREJOS BUENO Santafé de Bogotá, D. C., trece (13) de junio de dos mil (2000).Ref: 
Expediente No. 10959. 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente, CARLOS 
IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO, Bogotá, D. C., ocho (08) de noviembre de dos mil uno (2001),Ref: 
Exp: 1700122130002001-0275-01 
Referencia: Expediente L.A.T. 106, Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORON DIAZ Santafé de Bogotá, 
D.C., mayo veinte (20) mil novecientos noventa y ocho (1998), Sentencia C-226/98 
Sentencia No. C-541/92 Ref.: Expediente No. D-045, Magistrado Sustanciador: Dr. FABIO MORON DIAZ, 
Santafé de Bogotá, D. C., Septiembre veinticuatro (24) de mil novecientos noventa y dos (1992). 
REF: Expediente No. D-799, Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORON DIAZ, Santafé de Bogotá, D.C., 
junio veintidós (22) de mil novecientos noventa y cinco (1995)Sentencia No. C-264/95 
Expediente No. D-799 Magistrado Ponente, Dr. FABIO MORON DIAZ, Santafé de Bogotá, D.C., junio 
veintidós (22) de mil novecientos noventa y cinco (1995) 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,SALA DE CASACION CIVIL Y AGRARIA, Magistrado Ponente: Dr. 
CARLOS IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO, Santafé de Bogotá, D.C., siete (7) de febrero de dos mil 
(2000), Referencia: Expediente Nº 7778 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente, DR. HECTOR 
MARIN NARANJO, Santafé de Bogotá D. C. tres (3) de agosto de mil novecientos noventa y cinco 
(1995).Rad. Expediente 4725 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: CARLOS 
IGNACIO JARAMILLO JARAMILLO, Bogotá, D. C., ocho (8) de mayo de dos mil tres (2003), Ref.: Exp: 
6800122100002002-00067-01 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. NICOLAS 
BECHARA SIMANCAS, Santafé de Bogotá, D.C., veintinueve (29) de febrero de mil novecientos noventa y 
seis (1996).Ref. : Expediente No. 3626 
Sentencia C-800/05, Magistrado ponente:Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA. Bogotá, D.C., dos (2) de 
agosto de dos mil cinco (2005). 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL ,Magistrado Ponente, FERNANDO 
GIRALDO GUTIÉRREZ, Bogotá, D. C., Diecinueve (19) de diciembre de dos mil once (2011). Ref: Exp. 
1100102030002008-01760-00 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION CIVIL, Magistrado Ponente: Dr. JORGE 
SANTOS BALLESTEROS, Bogotá D. C., doce (12) de diciembre de dos mil uno (2001).-Ref. Expediente 
No. 6721 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, Magistrado Ponente: Manuel Ardila Velásquez, 
Bogotá D.C., veintidós de noviembre de dos mil uno (2001). Ref: Expediente Nº 7050 
 
